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Capítulo 14  
Derechos humanos, 
terrorismo y lucha 
contra el terrorismo
Muchas personas siguen siendo víctimas de ataques 
terroristas en todo el mundo, lo que supone un costo 
humano que no debe subestimarse. Al mismo tiempo, 
las medidas adoptadas por los Estados para luchar 
contra el terrorismo han dado lugar a numerosas 
violaciones de los derechos humanos. Esta cuestión 
cobró un gran protagonismo tras los atroces ataques al World Trade Center de Nueva 
York el 11 de septiembre de 2001, y recibe un ímpetu renovado cuando los Estados 
responden a la amenaza de combatientes extranjeros, al tiempo que una nueva ola de 
devastadores ataques terroristas se esparce por el mundo.

Aunque la cuestión del terrorismo es desde hace tiempo motivo de preocupación, los 
ataques del 11/9 impulsaron una ola de medidas antiterroristas en los ámbitos nacional 
e internacional, que afectaron drásticamente la forma en que los Estados responden a 
estas amenazas. Después de estos ataques y desde entonces, el Consejo de Seguridad 
de las Naciones Unidas ha aprobado diversas resoluciones por las que pide a los 

El terrorismo tiene por 
objetivo destruir al Estado 
y a las autoridades, la 
paz y la estabilidad, y la 
armonía social en general. 
Esto socava también los 
derechos humanos. No 
obstante, las medidas de 
lucha contra el terrorismo 
deben encontrarse 
firmemente enraizadas en 
los derechos humanos y 
en el respeto del estado 
de derecho para que sean 
efectivas y duraderas. 
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Estados que adopten medidas para combatir el terrorismo. Estas medidas incluyen, 
entre otras, criminalizar los actos de terrorismo y prevenir y reprimir la financiación del 
terrorismo. El Consejo de Seguridad, la Asamblea General y el Consejo de Derechos 
Humanos de las Naciones Unidas han subrayado que las prácticas, estrategias 
y políticas de seguridad y de lucha contra el terrorismo deben estar firmemente 
arraigadas en la protección de los derechos humanos y el respeto del estado de 
derecho para que sean efectivas y sostenibles. Esto quedó fijado de forma explícita 
en la Estrategia Global de las Naciones Unidas contra el Terrorismo, adoptada por la 
Asamblea General de las Naciones Unidas en 2006.

Recuadro 98	 La Estrategia Global de las Naciones Unidas contra el 
Terrorismo

En 2006, la Asamblea General adoptó su Estrategia Global contra el Terrorismo en 
la resolución 60/288. Esta estrategia consta de cuatro pilares:

•	 abordar las condiciones que propician la propagación del terrorismo;

•	 prevenir y combatir el terrorismo;

•	 crear capacidades en los países para prevenir y combatir el terrorismo y 
fortalecer la función del sistema de las Naciones Unidas a este respecto, y

•	 velar por el respeto de los derechos humanos para todos y todas, así como por 
el estado de derecho en un contexto de lucha contra el terrorismo.

La Estrategia Global de las Naciones Unidas contra el Terrorismo reafirma los 
vínculos inextricables entre los derechos humanos y la seguridad, además 
de colocar el estado de derecho y los derechos humanos en el centro de los 
esfuerzos internacionales y nacionales por combatir el terrorismo. Gracias a esta 
Estrategia, los Estados Miembros se han comprometido a velar por los derechos 
humanos y el estado de derecho como base fundamental de la lucha contra el 
terrorismo. En su resolución 70/291, de 2016, la Asamblea General reafirma la 
Estrategia y sus cuatro pilares, y exhorta a los Estados Miembros, las Naciones 
Unidas y demás organizaciones internacionales, regionales y subregionales 
competentes a que intensifiquen sus esfuerzos para aplicar la Estrategia en forma 
integrada y equilibrada y en todos sus aspectos.

A pesar de estos compromisos, las medidas nacionales de lucha contra el terrorismo 
adoptadas por los Estados han dado lugar a numerosas violaciones de los derechos 
humanos, afectando por ejemplo los derechos a la vida, la libertad y la seguridad de las 
personas, la prohibición de la tortura, los derechos a la libertad de expresión, asociación 
y reunión, y los derechos a un juicio imparcial y al debido proceso, entre otros.
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¿Constituye el terrorismo una violación 
de los derechos humanos?

Tal como lo reafirma el Consejo de Seguridad, la Asamblea General y el CDH de las 
Naciones Unidas, el terrorismo tiene por objetivo la total destrucción de los derechos 
humanos. Afecta directamente al disfrute de diversos derechos humanos, en 
particular los derechos a la vida, la libertad y la integridad física. Los actos terroristas 
pueden desestabilizar gobiernos, socavar la sociedad civil, poner en peligro la 
paz y la seguridad, suponer una amenaza al desarrollo económico y social y tener 
consecuencias especialmente negativas en determinados grupos.

Por consiguiente, los derechos de las víctimas del terrorismo son un motivo de 
suma preocupación. En concreto, a las víctimas del terrorismo se les deben otorgar 
los derechos consagrados en los instrumentos internacionales y regionales para 
las víctimas de delitos, de violaciones manifiestas de las normas internacionales de 
derechos humanos y de violaciones graves del derecho internacional humanitario. 
Éstos incluyen el derecho a recibir un trato humano y digno, a ser informado y 
representado durante cualquier proceso legal pertinente y a recibir una restitución y 
reparación adecuadas.

La noción y definición de terrorismo

Muchas de las violaciones de derechos humanos asociadas a medidas de lucha contra 
el terrorismo derivan de definiciones vagas o generales del terrorismo en el ámbito 
nacional. Una legislación contra el terrorismo excesivamente amplia en todo el mundo 
ha tenido una repercusión sumamente dañina para los derechos humanos y ha dado 
lugar, tanto a un uso indebido deliberado, como a abusos no intencionados. Asimismo, 
ha afectado los derechos a un juicio imparcial y al debido proceso, ha reducido el 
espacio en el que la sociedad civil puede funcionar y ha provocado la criminalización 
de conductas legítimas, incluidas las actividades de los defensores y defensoras de 
derechos humanos.

El problema se ha visto agravado por la incapacidad de la comunidad internacional, a 
pesar de prolongados esfuerzos, de llegar a un acuerdo en cuanto a la definición de 
terrorismo en el marco de un convenio exhaustivo, aunque diversos convenios han 
identificado formas específicas de terrorismo1.

Tanto el terrorismo, como los delitos asociados, deben quedar definidos con claridad y 
precisión a fin de ser coherentes con las normas internacionales de derechos humanos 
y no ser proclives a abusos. Esto significa que cualquier ley concreta debe ser lo 
suficientemente clara como para que una persona pueda prever las consecuencias de 
su comportamiento y juzgar si su “acto” o acción constituye una infracción de la ley. 

1	 Estos incluyen, por ejemplo, la Convención Internacional contra la Toma de Rehenes, 1979, y el Convenio 
Internacional para la Represión de la Financiación del Terrorismo, 1999. Para obtener una lista completa 
de los instrumentos regionales y universales, véase el Informe del Secretario General sobre medidas para 
eliminar el terrorismo internacional, 29 de julio de 2015, Doc. A/70/211 de las Naciones Unidas.
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El principio de legalidad, tal como está consagrado en el artículo 15 del PIDCP y ha 
quedado explicado por el Comité de Derechos Humanos para significar “el requisito 
de que la responsabilidad penal y la pena vengan determinadas exclusivamente por 
disposiciones claras y concretas de la ley en vigor y aplicables en el momento de 
cometerse el acto o la omisión, salvo que por ley posterior se imponga una pena más 
leve”, es absoluto y no puede limitarse ni derogarse2.

Recuadro 99	 Legislación contra el terrorismo

La importancia de garantizar que la noción de terrorismo se encuentre 
minuciosamente definida en la legislación nacional no puede recalcarse lo 
suficiente. Una definición precisa, clara y bien delineada puede ayudar a velar por 
que los derechos humanos se respeten. El ex Relator Especial sobre la promoción 
y la protección de los derechos humanos y las libertades fundamentales en la 
lucha contra el terrorismo, el Sr. Martin Scheinin, ofreció la siguiente definición 
como modelo en su informe final al CDH.

Se entenderá por terrorismo todo acto o tentativa de acto en que:

1.	 El acto:

(a)	 Está constituido por toma de rehenes intencionada; o

(b)	Se proponga causar la muerte o lesiones corporales graves a una o más 
personas o a partes de la población; o

(c)	 Entrañe el recurso a la violencia física con efecto mortal o contra una o 
más personas o partes de la población; y

2.	 El acto o la tentativa deben ejecutarse con la intención de:

(a)	 Provocar un estado de terror entre la población en general o partes de ella; 
u

(b)	Obligar a un gobierno a una organización internacional a hacer algo o 
abstenerse de hacerlo;

3.	 El acto:

(a)	 Debe corresponder a la definición de delito grave contenida en la 
legislación nacional promulgada con el propósito de ajustarse a los 
convenios y protocolos internacionales relativos al terrorismo o a las 
resoluciones del Consejo de Seguridad relativas al terrorismo; o

(b)	Debe contener todos los elementos de delito grave definido por la 
legislación nacional3.

2	 Art. 4 2) del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos; Comité de Derechos Humanos, Observación 
general N° 29: Estados de emergencia (art. 4), 2001, UN Doc. CCPR/C/21/Rev.1/Add.11, párr. 7.

3	 Informe del Relator Especial sobre la promoción y la protección de los derechos humanos y las libertades 
fundamentales en la lucha contra el terrorismo, Sr. Martin Scheinin, 22 de diciembre de 2010, A/HRC/16/51, 
párrs. 26 a 28.
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Los estados de emergencia y el 
funcionamiento normal de las leyes y las 
prácticas de lucha contra el terrorismo

Con frecuencia, los gobiernos invocan las disposiciones de emergencia y adoptan 
medidas drásticas en respuesta a la amenaza del terrorismo. Aunque no cabe ninguna 
duda de que la amenaza del terrorismo es muy grave y que los Estados deben 
responder a ella, se debe aplicar el principio de normalidad a todas las acciones que 
se emprendan. Esto significa que, al adoptar medidas de lucha contra el terrorismo, 
los gobiernos deben actuar, en la mayor medida posible, dentro de las estructuras 
civiles existentes, las garantías del debido proceso, los procesos judiciales y los medios 
ordinarios de respuesta, que a menudo son los más efectivos disponibles.

Sólo en las circunstancias más extremas deben considerarse acciones que se desvíen 
de este principio. Tal como se expone en el capítulo 4, las normas internacionales 
de derechos humanos estipulan que algunos derechos humanos pueden ser objeto 
de limitaciones y derogaciones en tiempos de una emergencia pública que suponga 
una amenaza para la vida de la nación, pero sólo en condiciones muy delimitadas. 
Las limitaciones deben ser admisibles para el derecho en cuestión, estar previstas 
en la legislación, ser necesarias y proporcionadas y tener un objetivo legítimo. Las 
derogaciones deben proclamarse formalmente y cada una de las medidas que se 
adopten deben haber sido requeridas por las exigencias de la situación, por lo que se 
levantarán en cuanto la situación lo permita.

Recuadro 100	La respuesta a la amenaza de los combatientes extranjeros, 
la lucha contra el extremismo violento y los derechos humanos

Aunque no se trata de un fenómeno nuevo, la cuestión de los combatientes 
extranjeros ha recibido cada vez más atención a lo largo de los últimos años. En 
respuesta, los Estados han adoptado un amplio abanico de medidas legislativas 
y administrativas para desalentar a aquellas personas que han sido combatientes 
extranjeros o quieren serlo. Además, el Consejo de Seguridad ha emprendido 
acciones decisivas. En su resolución 2178 (2014), el Consejo de Seguridad decidió 
que los Estados Miembros deberán, de conformidad con el derecho internacional, 
prevenir el reclutamiento, la organización, el transporte o el equipamiento de 
las personas que viajan a un Estado distinto de sus Estados de residencia o 
nacionalidad para cometer, planificar o participar en actos terroristas.

Aunque la resolución 2178 contiene disposiciones importantes por las que se 
requiere el cumplimiento del derecho internacional de los derechos humanos, 
han surgido motivos de preocupación sobre el hecho de la falta de definición de 
“terrorismo” o “terrorista” y de que las medidas contempladas puedan aplicarse 
de una forma que afecte negativamente a un gran abanico de derechos humanos. 
Por consiguiente, cualquier esfuerzo de aplicar la resolución 2178 en el ámbito 
nacional debe realizarse con precaución y precisión para poder garantizar su 
conformidad con el derecho internacional de los derechos humanos, el derecho 
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internacional de los refugiados y, según corresponda, el derecho internacional 
humanitario, tal como lo requieren el derecho internacional y la propia resolución.

La resolución 2178 del Consejo de Seguridad también vinculó estos esfuerzos 
con la noción relacionada, aunque más amplia, de prevenir y luchar contra el 
extremismo violento. Muchos Estados han emprendido acciones a este respecto. 
Aunque algunas de estas medidas representan una salida del enfoque “sólo 
seguridad”, la ausencia de una definición acordada de extremismo violento, sobre 
todo cuando los Estados han querido ampliar la noción más allá de “extremismo 
violento” a meramente “extremismo”, ha provocado motivos de preocupación 
en cuanto al respeto por los derechos a la libertad de opinión, expresión, religión 
y creencia.

Recuadro 101	Plan de Acción del Secretario General de las Naciones 
Unidas para Prevenir el Extremismo Violento

En 2015, el Secretario General de las Naciones Unidas elaboró un exhaustivo Plan 
de Acción para Prevenir el Extremismo Violento (A/70/674).

El Plan de Acción recomienda que todos los Estados Miembros elaboren su 
propio plan de acción nacional para prevenir el extremismo violento, centrándose 
en siete áreas prioritarias:

•	 diálogo y prevención de conflictos;

•	 fortalecimiento de la buena gobernanza, los derechos humanos y el estado 
de derecho;

•	 colaboración con las comunidades;

•	 empoderamiento de los jóvenes;

•	 igualdad entre los géneros y empoderamiento de la mujer;

•	 educación, desarrollo de aptitudes y facilitación del empleo;

•	 comunicaciones estratégicas, Internet y medios sociales.

Al abordar estas áreas prioritarias estratégicas, el Plan de Acción propone un 
enfoque interdisciplinario “toda la sociedad”, “todo el gobierno” y “todas las 
Naciones Unidas” para abordar a los impulsores del extremismo violento.

En su resolución 70/291, la Asamblea General recomendó que los Estados Miembros 
consideren aplicar las recomendaciones pertinentes en el Plan de Acción, en lo 
que resulte aplicable al contexto nacional. Además, alentó a las entidades de las 
Naciones Unidas a que aplicaran las recomendaciones pertinentes contenidas en 
el Plan, en consonancia con sus mandatos, incluyendo a través de la prestación de 
asistencia técnica a los Estados Miembros que la requieran. La resolución continúa 
invitando a los Estados Miembros y a las organizaciones regionales y subregionales 
a considerar la elaboración de planes de acción nacionales y regionales para prevenir 
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el extremismo violento conducente al terrorismo, con arreglo a sus prioridades y 
tomando en cuenta, según proceda, el Plan de Acción del Secretario General y otros 
documentos pertinentes.

Lecturas complementarias

–	 Plan de Acción para Prevenir el Extremismo Violento – Informe del Secretario General de las Naciones Unidas 
(A/70/674).

–	 Guía de referencia sobre la conformidad de la legislación nacional en materia de lucha contra el terrorismo con el 
derecho internacional de los derechos humanos, Nueva York, el ACNUDH, el EEELT, 2014. Disponible en inglés 
en: http://www.ohchr.org/EN/newyork/Documents/CounterTerrorismLegislation.pdf.

–	 Folleto informativo N° 32. Los Derechos Humanos, el Terrorismo y la Lucha contra el Terrorismo, Nueva York y 
Ginebra, el ACNUDH, 2008. Disponible en: http://www.ohchr.org/Documents/Publications/Factsheet32sp.pdf.

http://www.ohchr.org/EN/newyork/Documents/CounterTerrorismLegislation.pdf
http://www.ohchr.org/Documents/Publications/Factsheet32sp.pdf



